
 

 

JUICIO CONTENCIOSO 

ADMINISTRATIVO 

PARTE ACTORA: **********1 

AUTORIDAD DEMANDADA: 

RECVAUDADOR DE RENTAS DEL 

ESTADO EN TIJUANA, BAJA 

CALIFORNIA Y OTRA AUTORIDAD 

EXPEDIENTE:  3455/2016 SS 

 

 

Tijuana, Baja California, a  dieciocho de enero de dos mil 

diecinueve. 

 

SENTENCIA DEFINITIVA, que se emite para resolver los autos 

del Juicio Contencioso Administrativo número 3455/2016 SS, 

promovido por el **********1 a través de su representante Legal 

**********1, en contra de la autoridad Recaudador de Rentas del 

Estado en Tijuana, Baja California y Ejecutor adscrito a dicha 

Recaudación de Rentas, mediante la cual se declara la nulidad 

de los actos impugnados y se condena a la autoridad 

demandada a dejarlo sin efectos, bajo los siguientes:  

 

A N T E C E D E N T E S 

 

1.- Que mediante escrito recibido el veintinueve de 

noviembre de dos mil dieciséis, compareció ante esta Sala 

**********1, en su carácter de Representante Legal del **********1, 

instaurando demanda en contra de la autoridad RECAUDADOR 

DE RENTAS DEL ESTADO EN TIJUANA, BAJA CALIFORNIA y EJECUTOR 

ADSCRITO A DICHA RECAUDACIÓN, señalando como actos 

impugnados: El requerimiento de pago y apercibimiento de 

embargo de fecha **********2 dirigido a la demandante por el que 

se le requiere por el pago de un crédito fiscal por la suma de $ 

**********3 pesos moneda nacional, con número de oficio 

**********4, así como la diligencia de requerimiento de pago por 

la suma de $ **********3 pesos moneda nacional mas gastos de 

ejecución por la suma de **********3 pesos moneda nacional, sin 

que haya precedido citatorio. 

 

2.- La parte actora señaló como hechos constitutivos de su 

demanda los que se indican en el escrito inicial y planteó los 

motivos de inconformidad que precisa en el mismo escrito de 

demanda, sin que sea necesario hacer su trascripción por no 

constituir una exigencia legal, ni ser causa de afectación a la 

esfera de derechos de la demandante. Tiene sustento lo anterior 

la tesis siguiente: CONCEPTOS DE VIOLACIÓN O AGRAVIOS. PARA 

CUMPLIR CON LOS PRINCIPIOS DE CONGRUENCIA Y 



 

 

EXHAUSTIVIDAD EN LAS SENTENCIAS DE AMPARO ES INNECESARIA 

SU TRANSCRIPCIÓN. [J]; 9a. Época; 2a. Sala; S.J.F. y su Gaceta; 

XXXI, Mayo de 2010; Pág. 830.  

 

3.- Por auto de fecha siete de diciembre de dos mil dieciséis 

se admitió la demanda, ordenándose emplazar a las autoridades 

demandadas quienes dieron contestación a la misma mediante 

escritos recibidos el dieciocho de enero de dos mil diecisiete.  

 

4.- En fecha cuatro de mayo de dos mil diecisiete, se llevó a 

cabo la audiencia de ley, citándose a las partes para sentencia. 

 

C O N S I D E R A N D O S 

 

I.- Competencia.- Esta Sala es competente por materia para 

conocer del presente juicio en virtud de promoverse en contra de 

un acto de naturaleza fiscal emitido por una autoridad estatal, de 

conformidad con lo dispuesto por el artículo 22 fracción II de la 

Ley del Tribunal de lo Contencioso Administrativo del Estado, en lo 

sucesivo Ley del Tribunal; asimismo, es competente por territorio, 

en virtud de que se promueve por un particular, quien señala un 

domicilio en la ciudad de Tijuana, mismo que se encuentra dentro 

de la circunscripción territorial de esta Sala, que fue fijada por 

Acuerdo del Pleno de este Tribunal, en sesiones de fechas treinta 

de junio de mil novecientos noventa y cuatro, y seis de septiembre 

de mil novecientos noventa y siete, de conformidad con lo 

dispuesto por los diversos artículos 17 fracción VI, 18 fracción II, 21 

y 23 de la citada ley. 

Cabe precisar que, conforme el artículo Transitorio Tercero 

del Decreto 100 publicado en el Periódico Oficial del Estado, el 

siete de Agosto de dos mil diecisiete, este juicio al haberse 

iniciado con anterioridad a la entrada en vigor de la Ley del 

Tribunal Estatal de Justicia Administrativa del Estado de Baja 

California, se substanciará y resolverá conforme las disposiciones 

aplicables vigentes a su inicio, es decir, la Ley del Tribunal de lo 

Contencioso Administrativo del Estado.  

Asimismo, la denominación del Tribunal, a partir del primero 

de enero de dos mil dieciocho, será Tribunal Estatal de Justicia 

Administrativa de Baja California, atento lo establece el artículo 

primero de la Ley publicada, según Decreto 100, de siete de 

agosto de dos mil diecisiete. 

 

II.- Existencia del acto impugnado.- La existencia de los 

actos impugnados, consistentes en el requerimiento de pago y su 



 

 

notificación, atribuidos a las autoridades demandadas, quedó 

plenamente probada en autos, con el documento original 

consistente en requerimiento de pago y apercibimiento de 

embargo, así como su notificación, de fechas **********2 y 

**********2, por la suma total de $ **********3 pesos moneda 

nacional, identificado con el número **********4, emitido por el 

Recaudador de Rentas del Estado, y notificado por el ejecutor 

adscrito a dicha Recaudación de Rentas, consultable en la foja 

43 de autos 

 

Instrumental pública que tiene valor probatorio pleno, de 

conformidad con los artículos 322 fracción V, 323 y 405 del Código 

de Procedimientos Civiles para el Estado, de aplicación supletoria 

a la materia contenciosa administrativa, como lo dispone el 

artículo 79 de la Ley del Tribunal, siendo eficaz para acreditar la 

existencia, términos y contenido de los actos impugnados, en 

razón de no estar controvertida por ninguna otra probanza. 

 

III.- Legitimación y Procedencia. La parte actora se 

encuentra legitimada tanto en el proceso como en la causa, en 

los términos de lo dispuesto por el artículo 31 fracción II inciso A de 

la Ley del Tribunal, toda vez que **********1 promueve la demanda 

en representación del **********1, carácter que acreditó 

plenamente con la copia certificada del Testimonio de la Escritura 

Pública número **********5; siendo que el acto impugnado se 

encuentra dirigido precisamente a dicho organismo 

descentralizado. 

 

Asimismo, cuenta con interés jurídico para promover el 

juicio, de conformidad con lo dispuesto por el artículo 40 fracción 

II de la Ley del Tribunal, en virtud de que la resolución impugnada 

ocasiona una lesión objetiva a los intereses de su representada, al 

imponerle una obligación o carga tributaria. 

 

Al no observarse ninguna otra de las causales de 

improcedencia contempladas en el artículo 40 de la Ley del 

Tribunal, que deba hacerse valer de oficio, se procede al estudio 

de los motivos de inconformidad planteados por la parte actora. 

  

IV.- Análisis de los Motivos de Inconformidad.- En esencia la 

actora manifiesta en su motivo de inconformidad que el acto 

impugnado el contrario a derecho, en razón de ser la primera 

noticia que tiene del crédito fiscal referido en el requerimiento de 

pago impugnado, que nunca le ha sido notificado previamente 

del mismo, que desconoce el origen del acto, y que la autoridad 

no le entregó constancias en las que apareciera que fue 

notificado previamente de dicha obligación a su cargo, que 



 

 

desconoce la existencia de juicio alguno, lo que es más, el 

documento que le fue notificado ni siquiera hace referencia al 

número de juicio en que supuestamente se le impuso la multa ni 

las partes que intervienen en dicho juicio o la naturaleza del 

mismo, y tampoco se le hizo llegar constancia de notificación a  

su representada de dicha sanción, todo lo cual conlleva a 

concluir que el acto carece de fundamentación y motivación, 

contraviniendo lo dispuesto por el artículo 68 Bis fracción III del 

Código Fiscal del Estado de Baja California  a que se refiere el 

requerimiento de pago impugnado, radicado ante el **********1. 

 

Las autoridades demandadas en sus escritos de contestación 

de demanda, refieren que la sanción fue impuesta por una 

diversa autoridad  y que por tanto se limitaron a dar cumplimiento 

a lo indicado en el oficio **********4, que les fue remitido por el 

Juez Décimo de lo Civil, exhibiendo al efecto copia certificada de 

dicho oficio, visible en la foja 58 de autos. 

 

El motivo de inconformidad es esencialmente fundado. 

 

En efecto, el artículo 68 Bis del Código Fiscal del Estado de 

Baja California, dispone: 

 

Artículo 68-BIS.- Los actos administrativos que se deban 

notificar deberán contener por lo menos los siguientes requisitos: 

 I.- Constar por escrito; 

 II.- Señalar la autoridad que lo emite; 

 III.- Estar fundado y motivado y expresar la resolución, 

objeto o propósito de que se trate; y 

 IV.- Ostentar la firma autógrafa del funcionario competente 

y, en su caso, el nombre o nombres de las personas a las que vaya 

dirigido. Cuando se ignore el nombre de la persona a la que va 

dirigido, se señalarán los datos insuficientes que permitan su 

identificación. Sí se trata de resoluciones administrativas que 

determinen la responsabilidad solidaria se señalara, además, la 

causa legal de la responsabilidad. 

 

La fracción III del precepto legal invocado, dispone que los 

actos administrativos que se deban notificar, como es el caso del 

acto impugnado en este juicio, deben estar fundados y 

motivados, expresando la resolución, objeto o propósito de que 

se trate. 

 

Mediante acto impugnado en este Juicio, la autoridad emite 

un requerimiento de pago, otorga el plazo de 6 días a la 

demandante para su pago y la apercibe que en caso de no 



 

 

cubrirlo, embargará bienes de su propiedad suficientes a 

garantizar el crédito. 

 

El artículo 114 del Código Fiscal del Estado dispone: 

 

Artículo 114.- En el caso del Artículo 111 de este Código, la 

Oficina Recaudadora requerirá la presentación de la declaración 

o el pago del adeudo, dejándole copia de mismo requerimiento 

para que efectúe el pago dentro de los seis días siguientes, 

apercibiendo que de no hacerlo se iniciará el Procedimiento 

administrativo de Ejecución. 

Si el deudor no efectúa el pago dentro del término señalado 

en el párrafo anterior, la autoridad fiscal mediante mandamiento 

fundado y motivado en el que se designe ejecutor, requerirá al 

deudor de pago, en la inteligencia que de no hacerlo en el 

momento de la diligencia, se procederá a embargar bienes 

suficientes para garantizar el importe del crédito requerido, gastos 

de ejecución y demás accesorios. 

 

De lo anterior se advierte que dos momentos procesales que 

establece el Código mencionado a efecto de lograr el pago de 

un crédito fiscal. 

 

Primero, el requerimiento de pago del adeudo, dejándose 

copia del mismo requerimiento para que se efectúe el pago 

dentro de los seis días siguientes, apercibiendo al deudor que de 

no hacerlo se iniciará entonces el Procedimiento administrativo 

de Ejecución. 

 

Segundo, para el caso de que no se efectúe el pago dentro 

del plazo concedido, se procederá a la emisión de mandamiento 

fundado y motivado en el que se designe ejecutor, requiriéndose 

al deudor de pago, en la inteligencia que de no hacerlo en el 

momento de la diligencia, se procederá a embargar bienes 

suficientes para garantizar el importe del crédito requerido, gastos 

de ejecución y demás accesorios. 

 

En el caso que nos ocupa, la autoridad pretende Iniciar 

directamente el procedimiento administrativo de ejecución, toda 

vez que  requiere por el pago del adeudo y apercibe de embargo 

a la obligada, sin previamente darle oportunidad de pago antes 

de apercibir con dicho embargo, mediante la notificación previa 

de la determinación del crédito fiscal en cantidad líquida.  

 

Es decir, realiza un cobro de naturaleza fiscal a la parte 

actora.  

 



 

 

Así las cosas, ante la negativa de la demandante de conocer 

el origen de la determinación y cobro efectuados por las 

demandadas, resultaba carga probatoria de la autoridad de 

acreditar que efectivamente tenía pleno conocimiento de la 

resolución que impuso la sanción a la parte actora, ofreciendo y 

rindiendo las probanzas necesarias para ello, acreditando 

además que se determinó previamente el crédito en cantidad 

líquida, dando oportunidad al obligado a pagarlo o impugnarlo, 

previo al inicio del procedimiento administrativo de ejecución; lo 

cual en el caso no se probó, pues la autoridad se limita a señalar 

que dio cumplimiento a un oficio que le remitió el Juzgado 

Décimo de lo Civil en esta Ciudad. 

 

Se aclara que esta Sala no estaría en aptitud de resolver 

algún argumento respecto al acto del que nació la obligación 

fiscal, es decir, la imposición de la sanción, sino que la jurisdicción 

de esta Sala se limita a la actuación de la autoridad demandada. 

 

Son ilustrativas las siguientes tesis: 

 
Época: Séptima Época  

Registro: 251534  

Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito  

Tipo de Tesis: Aislada  

Fuente: Semanario Judicial de la Federación  

Volumen 133-138, Sexta Parte  

Materia(s): Administrativa  

Tesis:  

Página: 199  

COBROS FISCALES. PROCEDIMIENTO DE EJECUCION SIN NOTIFICACION 

PREVIA DEL CREDITO. 

El artículo 14 constitucional señala que nadie podrá ser afectado en 

sus derechos sin respetarle la garantía de previa audiencia. Ya se ha 

estimado, en materia fiscal, que como tanto el monto de los créditos, 

como el objeto de los mismos, deben estar previstos en la ley del 

Congreso, en términos del artículo 31, fracción IV, de la propia 

Constitución Federal, no resulta necesario que previamente al 

fincamiento del crédito se oiga al causante en defensa de sus 

derechos. A más de que tal procedimiento podría entorpecer la 

recaudación fiscal en forma insoportable. Sin embargo, cuando no se 

trata de la determinación del crédito, sino del inicio del procedimiento 

de ejecución, es decir, del requerimiento de pago con apercibimiento 

de embargo, y del embargo mismo, sí es necesario que se respete la 

garantía de previa audiencia en el sentido de que previamente al 

inicio del procedimiento económico-coactivo se debe notificar el 

crédito al deudor, a fin de que tenga oportunidad de pagarlo, o de 

hacer uso de los medios de defensa legales, si estima que el cobro es 

indebido, para lo cual, si desea suspender dicho cobro, deberá 

garantizar el interés fiscal en términos de ley. Pero si las autoridades 

fiscales inician el procedimiento de ejecución sin haber previamente 

notificado el crédito al causante, ahora sí le están violando la garantía 

de audiencia que establece el artículo 14 constitucional, ya que ni el 

mencionado artículo 14 ni el 16, ni el 31, fracción IV, autorizan el cobro 

de impuestos en esa forma, que crearía para los causantes una 

situación insostenible de ilegalidad y arbitrariedad y los colocaría al 



 

 

margen de un estado de derecho y en situación de indefensión, con 

el peligro de que sus bienes fuesen sacados a remate sin que les 

hubiera siquiera notificado el crédito antes de iniciar el procedimiento 

de ejecución. Esto crearía una situación tal vez cómoda para el fisco, 

pero arbitraria y violatoria de las garantías individuales de los 

causantes. Luego el cobro iniciado en vía de ejecución, en los términos 

señalados, es inconstitucional y así debe declararse, sin que el 

causante tenga obligación de conocer, al impugnar los actos del 

procedimiento de ejecución, los elementos del crédito inicial que no 

le fue notificado ni la autoridad que lo emitió. Y sin que tenga que 

agotar recursos ordinarios que no están destinados directamente a la 

protección de las garantías individuales y cuyo agotamiento podría 

venir a entorpecer la defensa de tales garantías. En todo caso, de 

ninguna manera sería obligatorio agotar un recurso administrativo de 

oposición a la ejecución que no está destinado a impugnar las 

características mismas del crédito inicial que no se notificó. En 

consecuencia, en este caso procede conceder a la quejosa el 

amparo, por este motivo, aunque dejando a salvo el derecho que las 

autoridades puedan tener para notificar nuevamente el crédito a la 

quejosa, pero dándole a conocer todas sus características y 

elementos, antes de iniciar otra vez el procedimiento de ejecución. 

PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL 

PRIMER CIRCUITO. 

Amparo en revisión 567/79. María del Carmen Juárez Herrera, sucesión 

de. 6 de diciembre de 1979. Unanimidad de votos. Ponente: Guillermo 

Guzmán Orozco. 

 
 Época: Novena Época  

Registro: 179263  

Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito  

Tipo de Tesis: Aislada  

Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta  

Tomo XXI, Febrero de 2005  

Materia(s): Administrativa  

Tesis: IV.2o.A.132 A  

Página: 1722  

MULTAS JUDICIALES. LOS CRÉDITOS FISCALES RELATIVOS NACEN 

CUANDO LA SENTENCIA CAUSA EJECUTORIA, PERO PARA HACERLAS 

EFECTIVAS ES NECESARIO EL REQUERIMIENTO DE PAGO DE LA 

AUTORIDAD EXACTORA, QUE PUEDE SER IMPUGNADO EN EL JUICIO DE 

NULIDAD. 

De acuerdo con los artículos 35, último párrafo y 37 del Código Penal 

Federal, la multa impuesta como sanción por la autoridad judicial en 

la sentencia de condena, se mandará hacer efectiva a través de la 

autoridad fiscal una vez que la sentencia que la imponga cause 

ejecutoria, para lo cual se remitirá de inmediato copia certificada de 

tal resolución a la ejecutora, y ésta, dentro de los tres días siguientes a 

la recepción de esa información, iniciará el procedimiento económico 

coactivo; por tanto, tratándose de dichas multas, surge la facultad de 

hacerlas efectivas una vez que la sentencia ha causado ejecutoria, es 

decir, la multa judicial se convierte en un crédito fiscal exigible desde 

el momento en que la sentencia relativa queda firme, sin que ello 

implique estado de indefensión para el sujeto pasivo, pues es claro que 

para el momento en que el crédito fiscal derivado de la multa nace y 

se hace exigible, el particular ha contado con la oportunidad de 

defenderse a través de los medios de impugnación que la ley le 

concede tanto dentro del proceso penal respectivo, como mediante 

el juicio de amparo. Ahora bien, el procedimiento administrativo 

encaminado al cobro de la multa es de naturaleza ejecutiva, en 

términos de los artículos 145 a 151 del Código Fiscal de la Federación, 

ya que se integra con una serie de actos administrativos que buscan 



 

 

hacer efectivo un derecho a favor del fisco, cuya existencia esté 

demostrada en un documento auténtico o título ejecutivo, por lo que 

éste es indispensable para que se intente la vía en cuestión; dicho título 

se encuentra constituido necesariamente por una resolución de la 

autoridad fiscal, pues sus actos cuentan con la presunción de 

legalidad y certeza en términos del artículo 68 del citado código, de 

ahí que la legitimen para hacer exigible el crédito; consecuentemente, 

la resolución administrativa de que se trata (título que trae aparejada 

ejecución), no se constriñe a la que da nacimiento al crédito fiscal, 

representada por la sentencia en que se impuso la multa por cantidad 

determinada, sino que se integra por el acto de la autoridad exactora 

que da certeza o define una situación legal o administrativa, esto es, 

la que determina la existencia de un crédito fiscal y da inicio al 

procedimiento administrativo de ejecución, la cual se configura a 

través del requerimiento de pago que debe notificarse al 

contribuyente, como requisito formal previo al referido procedimiento 

y conforme al artículo 151 del ordenamiento tributario federal. Así, si 

conforme al artículo 11 de la Ley Orgánica del Tribunal Federal de 

Justicia Fiscal y Administrativa, el juicio de nulidad de que conoce tal 

órgano, procede contra las resoluciones de las autoridades fiscales 

federales que determinen la existencia de una obligación fiscal, como 

lo es el requerimiento de pago, dicho acto puede ser impugnado en 

el juicio de nulidad, sin que sea óbice para ello que se relacione con 

un crédito fiscal surgido de la imposición de una multa judicial; sin 

embargo, si bien dentro del juicio de nulidad pueden ser objeto de 

impugnación y, por ende, tema de estudio para dicho tribunal, todos 

los actos que se realicen dentro del procedimiento administrativo de 

ejecución, encaminado al cobro de un crédito fiscal derivado de la 

imposición de una multa judicial, desde la actuación de la autoridad 

exactora que determina la existencia del crédito (requerimiento de 

pago), hasta la resolución que finque el remate de bienes embargados 

y ordene la aplicación del producto de la enajenación a favor del fisco 

federal; en ningún caso podrá ser punto de análisis por parte de la Sala 

Fiscal, el acto que representa el nacimiento del crédito (que no su 

determinación fiscal), constituido por la resolución judicial que impuso 

la multa en cantidad líquida al gobernado, dado que ésta no es 

discutible dentro del juicio de nulidad. 

SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL 

CUARTO CIRCUITO. 

Amparo directo 256/2004. Nicolás Pitones Terrazas. 8 de diciembre de 

2004. Unanimidad de votos. Ponente: José Carlos Rodríguez Navarro. 

Secretario: Edmundo Adame Pérez. 

 

Ante lo infundado e inmotivado del acto impugnado, esta 

Sala estima que se actualiza la causal de nulidad prevista en el 

artículo 83 fracción II de la Ley del Tribunal, debiéndose declarar 

la nulidad del acto impugnado consistente en el requerimiento de 

pago y apercibimiento de embargo, emitido por la autoridad 

demandada Recaudador de Rentas del Estado en Tijuana, y 

condenarse a dicha autoridad a dejarlo sin efecto, con todas sus 

consecuencias legales. 

 

Por lo que hace al diverso acto consistente en la notificación 

de dicho requerimiento de pago, que llevó a cabo el ejecutor 

fiscal adscrito a la Recaudación del Rentas del Estado en Tijuana, 

deviene también nulo, al derivar de un acto viciado. 

 



 

 

ACTOS VICIADOS, FRUTOS DE. 

Si un acto o diligencia de la autoridad está viciado y resulta 

inconstitucional, todos los actos derivados de él, o que se 

apoyen en él, o que en alguna forma estén condicionados 

por él, resultan también inconstitucionales por su origen, y 

los tribunales no deben darles valor legal, ya que de 

hacerlo, por una parte alentarían prácticas viciosas, cuyos 

frutos serían aprovechables por quienes las realizan y, por 

otra parte, los tribunales se harían en alguna forma 

partícipes de tal conducta irregular, al otorgar a tales actos 

valor legal. 

PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA 

ADMINISTRATIVA DEL PRIMER CIRCUITO. 

T.C. 

Volumen 82, pág. 16. Amparo directo 504/75. Montacargas 

de México, S. A. 8 de octubre de 1975. Unanimidad de 

votos Ponente: Guillermo Guzmán Orozco. 

Volúmenes 121-126, pág. 14. Amparo directo 301/78. 

Refaccionaria Maya, S. A. 18 de enero de 1979. 

Unanimidad de votos. La publicación no menciona 

ponente. 

Volúmenes 121-126, pág. 246. Amparo directo 547/75. José 

Cobo Gómez y Carlos González Blanquel. 20 de enero de 

1976. Unanimidad de votos. La publicación no menciona 

ponente. 

Volúmenes 121-126, pág. 246. Amparo directo 651/75. 

Alfombras Mohawk de México, S. A. de C. V. 17 de febrero 

de 1976. Unanimidad de votos. La publicación no 

menciona ponente. 

Volúmenes 121-126, pág. 246. Amparo directo 54/76. 

Productos Metálicos de Baja California, S. A. 23 de marzo 

de 1976. Unanimidad de votos. La publicación no 

menciona ponente. 

Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito. Fuente: 

Semanario Judicial de la Federación, Séptima Epoca. 

Volumen 121-126 Sexta Parte. Pág. 280. Tesis de 

Jurisprudencia.  

 

Por lo antes expuesto y con fundamento en los artículos 81, 

82 fracciones I, II y II y 83 fracción II de La Ley del Tribunal, es de 

resolverse y se  

 

R E S U E L V E 

 

PRIMERO.- Atento a lo establecido en el considerando IV, de 

esta resolución, con fundamento en el artículo 83 fracción II de la 

Ley del Tribunal, se declara la nulidad de los actos impugnados en 

el presente juicio, consistentes en el requerimiento de pago y 

apercibimiento de embargo de fecha **********2 emitido por el 

Recaudador de Rentas del Estado en Tijuana, así como la 



 

 

diligencia de notificación del mismo, efectuada por el Ejecutor 

adscrito a dicha Recaudación de Rentas; con todas sus 

consecuencia legales. 

 

SEGUNDO. Como consecuencia de lo anterior, se condena 

a las autoridades demandadas a dejar sin efectos los actos 

declarados nulos.  

 

Notifíquese personalmente a la parte actora y por oficio a 

las autoridades demandadas.  

 

Así lo resolvió la Licenciada Flora Arguilés Robert, Magistrada 

Titular de la Segunda Sala del Tribunal Estatal de Justicia 

Administrativa de Baja California; y firmó ante la presencia de la 

Secretaria de Acuerdos Licenciada Norma Patricia Bravo Castro, 

quien da fe. 

 
 

 



 

 

 

 

1 

ELIMINADO: Nombre, con 8 en página 1, 3 y 4. 

Fundamento legal: artículos 116, de la Ley General de Transparencia y Acceso a la 

Información Pública, 4, fracción XII, 80 de la Ley de Transparencia y Acceso a la 

Información Pública para el Estado de Baja California, 171, párrafo primero y 172 del 

Reglamento de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública para el 

Estado de Baja California. La clasificación de la información como confidencial se 

realiza en virtud de que el presente documento contiene datos personales y/o datos 

personales sensibles, los cuales conciernen a una persona física identificada e 

identificable, por lo que no puede difundirse, publicarse o darse a conocer, sin el 

consentimiento de su titular, de conformidad con los principios de licitud, finalidad, 

lealtad, consentimiento, calidad, proporcionalidad, información y responsabilidad en el 

tratamiento de los datos personales. 

 

 

 

2 

ELIMINADO: Fecha, con 4 en página 1, 3 y 4.  

              Fundamento legal: artículos 116, de la Ley General de Transparencia y Acceso 

a la Información Pública, 4, fracción XII, 80 de la Ley de Transparencia y Acceso a la 

Información Pública para el Estado de Baja California, 171, párrafo primero y 172 del 

Reglamento de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública para el 

Estado de Baja California. La clasificación de la información como confidencial se 

realiza en virtud de que el presente documento contiene datos personales y/o datos 

personales sensibles, los cuales conciernen a una persona física identificada e 

identificable, por lo que no puede difundirse, publicarse o darse a conocer, sin el 

consentimiento de su titular, de conformidad con los principios de licitud, finalidad, 

lealtad, consentimiento, calidad, proporcionalidad, información y responsabilidad en el 

tratamiento de los datos personales. 

 

3 

ELIMINADO: Cantidad, con 4 en página 1 y 3.  

              Fundamento legal: artículos 116, de la Ley General de Transparencia y Acceso 

a la Información Pública, 4, fracción XII, 80 de la Ley de Transparencia y Acceso a la 

Información Pública para el Estado de Baja California, 171, párrafo primero y 172 del 

Reglamento de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública para el 

Estado de Baja California. La clasificación de la información como confidencial se 

realiza en virtud de que el presente documento contiene datos personales y/o datos 

personales sensibles, los cuales conciernen a una persona física identificada e 

identificable, por lo que no puede difundirse, publicarse o darse a conocer, sin el 

consentimiento de su titular, de conformidad con los principios de licitud, finalidad, 

lealtad, consentimiento, calidad, proporcionalidad, información y responsabilidad en el 

tratamiento de los datos personales. 

4 ELIMINADO: Oficio, con 3 en página 1, 3 y 4.  

              Fundamento legal: artículos 116, de la Ley General de Transparencia y Acceso 

a la Información Pública, 4, fracción XII, 80 de la Ley de Transparencia y Acceso a la 

Información Pública para el Estado de Baja California, 171, párrafo primero y 172 del 

Reglamento de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública para el 

Estado de Baja California. La clasificación de la información como confidencial se 

realiza en virtud de que el presente documento contiene datos personales y/o datos 

personales sensibles, los cuales conciernen a una persona física identificada e 

identificable, por lo que no puede difundirse, publicarse o darse a conocer, sin el 

consentimiento de su titular, de conformidad con los principios de licitud, finalidad, 

lealtad, consentimiento, calidad, proporcionalidad, información y responsabilidad en el 

tratamiento de los datos personales. 

5 ELIMINADO: Escritura Pública, con 1 en página 3.  

              Fundamento legal: artículos 116, de la Ley General de Transparencia y Acceso 

a la Información Pública, 4, fracción XII, 80 de la Ley de Transparencia y Acceso a la 

Información Pública para el Estado de Baja California, 171, párrafo primero y 172 del 

Reglamento de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública para el 

Estado de Baja California. La clasificación de la información como confidencial se 

realiza en virtud de que el presente documento contiene datos personales y/o datos 

personales sensibles, los cuales conciernen a una persona física identificada e 

identificable, por lo que no puede difundirse, publicarse o darse a conocer, sin el 

consentimiento de su titular, de conformidad con los principios de licitud, finalidad, 

lealtad, consentimiento, calidad, proporcionalidad, información y responsabilidad en el 

tratamiento de los datos personales. 

 



 

 

LA SUSCRITA, AZUCENA MARGARITO ALCARAZ, SECRETARIA DE 

ACUERDOS DEL JUZGADO SEGUNDO DEL TRIBUNAL ESTATAL DE JUSTICIA 

ADMINISTRATIVA DE BAJA CALIFORNIA, HACE CONSTAR: ---------------------

------------------------------------------- 

QUE LO TRANSCRITO CON ANTERIORIDAD, CORRESPONDE A UNA 

VERSIÓN PÚBLICA DE LA RESOLUCIÓN DICTADA POR LA MAGISTRADA 

TITULAR DEL JUZGADO SEGUNDO, DE FECHA DIECIOCHO DE ENERO DE 

DOS MIL DIECINUEVE, RELATIVA AL JUICIO CONTENCIOSO 

ADMINISTRATIVO 3455/2016 SS, EN LA QUE SE SUPRIMIERON DATOS QUE 

SE HAN CONSIDERADO COMO LEGALMENTE RESERVADOS O 

CONFIDENCIALES, CUBRIENDO EL ESPACIO CORRESPONDIENTE 

MEDIANTE LA UTILIZACION DE DIEZ ASTERISCOS; VERSIÓN QUE VA EN DIEZ 

FOJAS ÚTILES. -----------------------------------------------------------------------------------

-------------- 

LO ANTERIOR CON APOYO EN LOS ARTÍCULOS 80, 83, FRACCIÓN VI, 

INCISO B) DE LA LEY DE TRANSPARENCIA Y ACCESO A LA INFORMACION 

PÚBLICA PARA EL ESTADO DE BAJA CALIFORNIA Y 15 DEL REGLAMENTO 

DEL TRIBUNAL DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO DEL ESTADO DE 

BAJA CALIFORNIA, EN MATERIA DE TRANSPARENCIA Y ACCESO A LA 

INFORMACIÓN PÚBLICA. LO QUE SE HACE CONSTAR PARA LOS EFECTOS 

LEGALES A QUE HAYA LUGAR, EN LA CIUDAD DE TIJUANA, BAJA 

CALIFORNIA, A VEINTICUATRO DE SEPTIEMBRE DE DOS MIL VEINTICUATRO. 

DOY FE. —---------------------------------------------------------------------------------------- 

liz/24-09-2024 

 

 

 
 

 

 


